San Salvador de Jujuy, 8 de AGOSTO de 2012.- 

AUTOS Y VISTOS: Los de este Expte. Nº B-273467/12, caratulado: "INCIDENTE DE EJECUCION DE HONORARIOS EN B-120828/04, EXEQUIEL ALDAO FASCIO C/ ESTADO PROVINCIAL”, de los que RESULTA: 

Que a fs. 27/28 vta., comparece la procuradora fiscal Dra. MARIA JIMENA BERNAL, solicitando aplicación de la ley 5320, por las razones de hecho y derecho que invoca, con la finalidad de que se deje sin efecto la intimación efectuada a su parte a efecto del depósito de $ 175.322 en concepto de honorarios, hace reserva del caso federal. 

Que sustanciado el traslado de ley, el Dr. Ezequiel Aldao Fascio, por sus propios derechos, y por la participación acreditada en los autos principales solicita el rechazo de la pretensión jurídica esgrimida por el Estado y que oportunamente se dicte resolución ordenando seguir adelante con la ejecución, hasta hacerse el acreedor íntegro pago de la suma reclamada, sus intereses y costas; en consecuencia esta causa ha quedado en estado de resolver; y 

CONSIDERANDO: 

En ese orden y en cuanto a la cuestión sometida a debate y consideración de este Tribunal, cuadra puntualizar que en sus últimos pronunciamientos el Superior Tribunal de Justicia se ha expedido por el rechazo de la pretensión de aplicación del régimen del diferimiento de pago previsto en el régimen de emergencia que ahora nos ocupa, entre otros supuestos, cuando el Estado no acredita haber cumplido los recaudos que la normativa cuya aplicación pretende, exige. En efecto, en autos no se ha acreditado el registro de la acreencia que comunica Fiscalía en su responde (v. Ley nº 5320, artículo 3 inciso 2; y Ley nº 5.200) ni que la hubiera llevado a conocimiento de la Dirección de Presupuesto (Ley nº 4958, artículo 16), ni que tal registro se hubiera hecho por estricto orden de antigüedad (Ley nº 5.313 y artículo 68 de la Ley nº 11.672). 

Es que al Estado Provincial “le han sido impuestas cargas que debe cumplir a favor de los derechos de los interesados, titulares de acreencias en su contra, que debe observar cuidadosa y oportunamente, mediante diligencias y actividades a cumplir internamente, y ante el juez de la causa, con el mayor grado de transparencia y publicidad” (del voto del Dr. González en Expte nº 2606-04: Rec. Inconst. Interpuesto en Expte. Nº B-113.773/04...:Ivanovich Gloria Mabel c/ Estado Provincial) , debiendo acreditarse acabadamente el cumplimiento, en tiempo y forma, de aquellas exigencias legales. Acompañando en este caso la certificación de agotamiento de dicha partida para la cancelación del crédito emitida por autoridad pertinente. 

Que por otra parte, la sentencia en ejecución es de fecha 31 de agosto de 2010, lo que nos exime de mayores comentarios al respecto. 

Si todo ello es así, en la especie, el Estado Provincial no ha dado cumplimiento con los recaudos reseñados precedentemente, reafirmado por la doctrina ya señalada, y en consecuencia no cabe otra solución que disponer el rechazo de la pretensión esgrimida al respecto, sin perjuicio de tener presente la reserva del caso federal, debiendo por lo tanto mandar llevar adelante la ejecución seguida por el actor por la suma de $ 175.322, con mas los intereses tasa pasiva desde la fecha de la regulación hasta el efectivo pago, con costas. 

Es indudable la solución que antecede se enmarca dentro del derecho habida cuenta que tiene arraigo legal y jurisprudencial, dado que está contemplada en la doctrina del S.T.J. ya citada; de tal modo que tiene fuerza obligatoria para el Fuero y, resolver de distinto modo y sobrepasar el contenido formal e intrínseco, importaría desconocer la pertinente imposición legal de su vinculación obligatoria sin perjuicio del respeto debido por la jerarquía que le es propia. 

Por todo lo expuesto, lo establecido por los arts. 616, 620, 622 y ccdtes. del C.C. y los arts 16,17 del C.P.C., la Sala Primera de la Cámara Civil y Comercial, RESUELVE: 

1) No hacer lugar a la aplicación de la ley 5320 solicitada por el Estado Provincial a fs. 27/28 vta., en consecuencia llevar adelante la presente ejecución de honorarios hasta que el acreedor se haga íntegro pago del capital reclamado de $ 175.322 con mas los intereses tasa pasiva que dicha suma devengue desde la mora al efectivo pago, con costas (art. 102 C.P.C.). 

2) Diferir la regulación de honorarios hasta la oportunidad en que se encuentre firme y consentida la planilla de liquidación que deberá presentar la parte actora en el plazo de cinco días. 

3) Tener presente la reserva del caso federal. 

4) Regístrese, agréguese copia en autos, notifíquese por cédula a las partes, dese intervención ala D.G.R, CAPSAP, etc.

